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De acuerdo con los contenidos recogi-
dos en esta Sección referente a la nor-
mativa relacionada con el Desarrollo
Sostenible, a continuación comenta-
mos algunas de las últimas novedades
legislativas en esta materia.

1.- NORMATIVA MÁS
IMPORTANTE RECIENTEMENTE
APROBADA

En las Comunidades Autóno-
mas
(A su vez, conviene recordar a nues-
tros lectores que en materia de Medio
Ambiente corresponde a las Comuni-
dades Autónomas la aprobación de le-
gislación de desarrollo respecto de la
legislación básica estatal y además el
establecimiento de normas adicionales
de protección. Por ello, las normas de
este apartado son de obligado cumpli-
miento en el territorio de la Comuni-
dad Autónoma que las apruebe).

Andalucía: Ley 2/2007, de 27 de mar-
zo, de fomento de las energías reno-
vables y del ahorro y eficiencia ener-
gética de Andalucía (BOJA
10/04/2007)

La Ley 2/2007 tiene como finalidad
el fomento del uso de las energías re-
novables, promoción del ahorro y la
eficiencia energética, desde su pro-
ducción hasta su consumo, así como
ordenar la utilización racional de los
recursos energéticos en el territorio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía

bajo el principio de solidaridad colecti-
va en el uso de la energía.

Asimismo, la norma tiene como fi-
nalidad última conseguir un sistema
energético sostenible de calidad.

En el Artículo 4 de la ley se deter-
mina la primacía de las energías reno-
vables frente a las convencionales. Es-
te hecho deberá quedar reflejado en la
planificación energética y tendrá inci-
dencia en la ordenación del territorio.

Además, al objeto de garantizar las
energías renovables para la obtención
de energía final, se declara de utilidad
pública o de interés social, a efectos de
expropiación forzosa y de imposición y
ejercicio de servidumbres, el aprove-
chamiento de los bienes y derechos
necesarios para su generación, trans-
porte, distribución y aprovechamiento.

Las medidas de incentivación que
contempla la ley serán de carácter
económico, financiero, tributario y ho-
norífico.

La Administración de la Junta de
Andalucía fomentará las actividades de
investigación científica, desarrollo tec-
nológico e innovación de interés en el
campo de las energías renovables y
del ahorro y eficiencia energética, po-
tenciando el desarrollo industrial y la
colaboración entre las empresas del
sector y los agentes del sistema anda-
luz del Conocimiento.

Asimismo, la Administración de la
Junta de Andalucía impulsará y fo-
mentará la formación en materia de
energías renovables y ahorro y eficien-

cia energética en todos los niveles del
sistema educativo andaluz y en la for-
mación profesional ocupacional.

La Consejería competente en mate-
ria de energía elaborará un Programa
de Fomento de las Energías Renova-
bles, que tendrá en cuenta los condi-
cionantes territoriales, ambientales,
culturales, urbanísticos y de infraes-
tructuras establecidos en otras planifi-
caciones.

En el Artículo 14 relativo a las
energías renovables en edificios e ins-
talaciones de uso y servicio público,
se determina que los edificios e insta-
laciones propiedad de la Junta de An-
dalucía y sus Organismos autónomos,
deberán incorporar instalaciones sola-
res, pudiendo ser complementadas o
sustituidas con cualquier otra instala-
ción de aprovechamiento de energía
renovable de cogeneración o de apro-
vechamiento de calores residuales.

En cuanto a las medidas de pro-
moción de la energía solar que con-
templa el Artículo 16 de la norma, se
recogen las siguientes:

• Los edificios de nueva construc-
ción y las obras de ampliación, modifi-
cación, reforma o rehabilitación que
alteren la configuración arquitectónica
de los edificios según se define en el
Artículo 2.2.b) de la Ley 38/1999, de 5
de noviembre, de Ordenación de la
Edificación, deberán incorporar insta-
laciones solares térmicas de agua ca-
liente utilizando preferentemente como
energía auxiliar de apoyo el gas, pu-
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diendo ser complementadas o susti-
tuidas por cualquier otra instalación
de aprovechamiento de energía reno-
vable, de cogeneración o de aprove-
chamiento de calores residuales. Se
determinarán reglamentariamente los
requisitos exigibles y sus excepcio-
nes.

• Se deberán incorporar sistemas
de captación y transformación de
energía solar por procedimientos fo-
tovoltaicos en aquellos edificios y pa-
ra aquellos usos y superficies cons-
truidas que reglamentariamente se
establezcan.

En el Título II de la Ley se regula
el ahorro y la eficiencia energética,
comenzando con el mandato que se
realiza a los poderes públicos de es-
tablecer los instrumentos jurídicos
necesarios para su impulso. Se intro-
ducen una serie de medidas con la fi-
nalidad de fomentar el ahorro y la 
eficiencia energética en general. Tam-
bién resulta novedosa la creación del
Certificado Energético, obligatorio a
partir de un determinado nivel de
consumo de energía, que será poste-
riormente desarrollado según el sec-
tor de actividad al que se aplique.

En el Título III se prevén alternati-
vas para introducir los principios de
cooperación en el sistema de Admi-
nistraciones Públicas, descentraliza-
ción dinámica y colaboración social
en la gestión de los recursos energé-
ticos, que posibiliten la participación,
contemplándose asimismo la existen-
cia de entidades colaboradoras públi-
cas y privadas. Dentro de este título
se pretende, además, intensificar las
medidas de coordinación y agiliza-
ción de los procedimientos.

Castilla La Mancha: Ley 4/2007,
de 8 de marzo, de Evaluación Am-
biental (DOCM 20/03/2007)

El objeto de la Ley 4/2007 es es-
tablecer la regulación de la Evalua-
ción del Impacto Ambiental de Pro-
yectos y la Evaluación Ambiental de
los Planes y Programas, públicos o
privados, al objeto de prevenir, evitar
o aminorar sus efectos negativos so-
bre el medio ambiente y permitir al
Órgano administrativo que los tenga
que autorizar el conocimiento de sus
repercusiones ambientales.

Las actividades a las que será
aplicable la Evaluación de Impacto
Ambiental serán:

• Los proyectos, públicos o priva-
dos consistentes en la realización de
las obras, construcciones, instalacio-
nes o cualquiera otra actividad com-
prendida en el Anexo I.

• Los proyectos, públicos o priva-
dos, consistentes en la realización de
las obras, construcciones, instalacio-
nes o cualquier otra actividad com-
prendida en el Anexo II, así como
cualquier proyecto no incluido en el
Anexo I que pueda afectar directa o
indirectamente a los espacios de la
Red Ecológica Europea Natura 2000.

En el Título II de la norma se re-
coge el procedimiento aplicable a la
Evaluación de Impacto Ambiental.

El procedimiento se iniciará con la
presentación de la solicitud y docu-
mentación ante el Órgano con com-
petencia sustantiva, el cual, los envia-
rá al Órgano ambiental al objeto de
realizar el trámite de Evaluación de
Impacto Ambiental.

La persona que proponga realizar
un proyecto de los comprendidos en
el Anexo I de esta ley, acompañará a
su solicitud un documento compren-
sivo del proyecto con, al menos, el si-
guiente contenido:

a) La definición, características y
ubicación del proyecto. 

b) Las principales alternativas que
se consideran y análisis de los poten-
ciales impactos de cada una de ellas. 

c) Un diagnóstico territorial y del me-
dio ambiente afectado por el proyecto. 

Además, a la documentación apor-
tada, acompañará a su solicitud un do-
cumento ambiental del proyecto.

El Estudio del Impacto Ambiental
deberá evaluar un conjunto de alter-
nativas lo suficientemente amplio co-
mo para permitir determinar razona-
blemente la opción de menor impacto
ambiental global, incluyendo la alter-
nativa «sin proyecto».

Las alternativas planteadas deben
ser técnica y ambientalmente viables,
incluida entre otras la alternativa «sin
proyecto», que tengan en cuenta los
objetivos y el ámbito territorial de
aplicación del mismo.

El Órgano ambiental de la Comu-
nidad Autónoma redactará y comuni-

cará la declaración del impacto am-
biental al Órgano sustantivo en el pla-
zo de un mes.

La declaración de impacto am-
biental determinará, a los solos efec-
tos ambientales, la viabilidad de la re-
alización de un proyecto y, en el caso
que determine su viabilidad ambien-
tal, fijará las condiciones en que deba
realizarse, así como las situaciones
en las que la acumulación de accio-
nes sobre el mismo territorio, pueda
ocasionar un daño irreparable sobre
el medio ambiente, estableciendo las
medidas adecuadas y necesarias para
prevenir, reducir o compensar los
efectos ambientales negativos que el
proyecto pueda causar en el ámbito
territorial de realización del mismo o
en otro necesitado.

En el supuesto de que un proyec-
to de los sometidos obligatoriamente
al trámite de Evaluación de Impacto
Ambiental, comenzara a ejecutarse
sin el cumplimiento de este requisito,
será suspendido por el Órgano sus-
tantivo, por sí o a requerimiento del
Órgano ambiental, sin perjuicio de la
responsabilidad a que hubiese lugar.

En el Título II de la norma autonó-
mica se regula la Evaluación Ambien-
tal de planes y programas, y final-
mente un Título IV donde se regula el
régimen de infracciones y sanciones.

Asimismo, la ley contiene cinco
anexos en los que se relacionan los
proyectos que deberán someterse a
una evaluación de impacto ambiental
(Anexo I), los que deberán someterse
a Evaluación cuando así lo decida el
Órgano ambiental en cada caso (Ane-
xo II), de acuerdo con los criterios re-
flejados en el anexo III. En el Anexo
IV se determina el contenido del In-
forme de Sostenibilidad Ambiental y
en el Anexo V, los criterios para de-
terminar la posible significación de
los efectos sobre el medio ambiente
de planes y programas.

Illes Balears: Ley 1/2007, de 16
de marzo, contra la contaminación
acústica de las Illes Balears (BOIB
24/03/2007)

La presente Ley regula las medidas
necesarias para prevenir, vigilar y co-
rregir la contaminación acústica, para
evitar y reducir los daños que de ésta
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pueden derivarse para la salud huma-
na, los bienes o el medio ambiente, así
como regular las actuaciones específi-
cas en materia de ruido y vibraciones
en el ámbito territorial de la comunidad
autónoma de las Illes Balears.

La norma balear establece la obli-
gación de adoptar medidas necesa-
rias para:

a) Promover la investigación en
técnicas de medida, análisis, evalua-
ción y minimización del ruido.

b) Controlar, a través de las co-
rrespondientes certificaciones técni-
cas, la implantación de los aisla-
mientos acústicos necesarios para
conseguir niveles de emisión y de in-
misión sonora admisibles.

c) Elaborar y aplicar una planifica-
ción racional que tenga por objeto la
ordenación acústica del ámbito terri-
torial correspondiente al municipio,
que distinga las áreas que requieren
una especial protección, por la sensi-
bilidad acústica de los usos que en
ellas se desarrollan, de aquellas otras
que están sujetas a una mayor inten-
sidad sonora por las actividades que
en las mismas se desarrollan.

d) Facilitar información sobre las
consecuencias del ruido sobre la sa-
lud de las personas y sobre los usos
y las prácticas cotidianas que permi-
ten disminuir los niveles acústicos.

e) Elaborar y desarrollar progra-
mas de formación y educación am-
biental dirigidos a la ciudadanía en
general y a los agentes sobre los que
tiene mayor incidencia la contamina-
ción acústica.

f) Abrir vías de diálogo y partici-
pación entre las administraciones pú-
blicas, los agentes económicos y so-
ciales y la ciudadanía, tendentes a la
minimización del ruido.

g) Desarrollar diferentes instru-
mentos destinados a fomentar la im-
plantación en las empresas de pro-
gramas, procedimientos y tecno-
logías destinados a la prevención, la
reducción y el control de las emisio-
nes sonoras.

h) Adoptar las medidas necesa-
rias, en el marco de la legislación es-
pecífica, a fin de garantizar una buena
calidad acústica de los espacios natu-
rales protegidos de la Comunidad au-
tónoma de las Illes Balears.

En el Título II se fija la valoración
de ruidos y vibraciones y los niveles
de perturbación.

En el Título III se regulan los pla-
nes acústicos de acción municipal, en
los que se integra uno de lo elemen-
tos relevantes, como son, los mapas
de ruido.

La finalidad de los mapas consis-
te en describir de manera precisa el
estado acústico del municipio para
poder adoptar las medidas necesarias
para conseguir minimizar el impacto
acústico generado por las diversas
actividades. Asimismo, se regula en
esta ley el procedimiento legal para
declarar las zonas de protección
acústica especial y las zonas de situa-
ción de instrumentos tan importantes
como los mapas de ruido. También
se contempla, la declaración de zonas
naturales protegidas acústicamente,
como son las reservas de sonidos de
origen natural.

En el Título IV se regulan los múl-
tiples aspectos de intervención admi-
nistrativa, con la finalidad de prevenir
la contaminación acústica y se prevén
desde medidas de fomento y condi-
ciones en las licencias o autorizacio-
nes, hasta medidas que pueden in-
cardinarse en la contratación admi-
nistrativa. En este apartado cabe des-
tacar las siguientes medidas o aspec-
tos de prevención:

- Las actividades que deban ser so-
metidas a evaluación de impacto am-
biental requieren para su autorización
la presentación de un estudio acústico.

- Las infraestructuras considera-
das como emisores acústicos que,
por sus peculiaridades técnicas o de
explotación, no pueden ajustarse a
los valores límite o a las normas de
protección que se hayan establecido
al amparo de esta ley, pueden autori-
zarse excepcionalmente, a falta de al-
ternativas técnicas y económicamen-
te viables, cuando su interés público
así lo justifique.

- Las Administraciones Públicas de
las Illes Balears, en el ámbito de sus
respectivas competencias, promove-
rán el uso de maquinaria, equipos y
pavimentos de baja emisión acústica,
especialmente al contratar las obras y
los suministros, en particular en el
marco de la contratación pública.

- Las Administraciones públicas
competentes vigilarán que en las áreas
acústicas delimitadas en cada momen-
to, no se superen los objetivos de cali-
dad acústica que les sean de aplica-
ción. Además, sin perjuicio de las
potestades administrativas de inspec-
ción y sanción, la administración com-
petente puede establecer, en los térmi-
nos previstos en la correspondiente
autorización, licencia u otra figura de
intervención que sea aplicable, un sis-
tema de autocontrol de las emisiones
acústicas y los titulares de los corres-
pondientes emisores acústicos,  deben
informar acerca de aquél y de los re-
sultados de su aplicación a la Adminis-
tración competente.

La Comunidad Autónoma de las
Illes Balears, los Consejos insulares y
los Ayuntamientos, en el ámbito de sus
respectivas competencias, promove-
rán, en función de las disponibilidades
presupuestarias, las medidas económi-
cas, financieras y fiscales adecuadas,
para el fomento de la prevención de la
contaminación acústica así como para
promover programas, procedimientos
y tecnologías de reducción de la conta-
minación acústica tanto en la fuente
como en los receptores.

No podrán concederse nuevas li-
cencias de construcción de edifica-
ciones destinadas a usos sanitarios,
educativos o culturales, si los índices
de inmisión medidos o calculados,
incumplen los objetivos de calidad
acústica que sean de aplicación a las
correspondientes áreas acústicas.

Las condiciones acústicas exigi-
bles a los diversos elementos que
componen la edificación y sus insta-
laciones para el cumplimiento de las
determinaciones de esta ley son las
del Código Técnico de la Edificación
que prevé la Ley 38/1999, de 5 de no-
viembre, de ordenación de la edifica-
ción, aprobado por el Real Decreto
314/2006, de 17 de marzo.

Los titulares de las actividades o
instalaciones industriales, comercia-
les o de servicios están obligados a
adoptar las medidas necesarias de in-
sonorización de sus fuentes sonoras
y de aislamiento acústico para cum-
plir, en cada caso, las prescripciones
establecidas en la presente ley y en
su normativa de desarrollo.
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En actividades con música, entre-
tenimiento y ocio, el aislamiento
acústico exigible a los elementos
constructivos delimitadores de los lo-
cales cerrados deberá observar lo
dispuesto por la presente ley y por su
normativa de desarrollo. Los niveles
de emisión teóricos previstos por el
cálculo del aislamiento se definirán
reglamentariamente teniendo en
cuenta sus características funcionales
y considerando, en todo caso, la
aportación producida por los elemen-
tos mecánicos y el público.

En la Unión Europea
Comunicación, de la Comisión al

Consejo y al Parlamento, interpreta-
tiva sobre residuos y subproductos
(COM 21.02.2007)

Los objetos o sustancias que se
definen como residuos están sujetos
a la legislación comunitaria en la ma-
teria con el fin de proteger la salud
humana y el medio ambiente.

En general, está claro lo que es
residuo y lo que no lo es. No obstan-
te, han surgido algunos problemas en
relación con la interpretación de esta
definición.

Para mejorar la seguridad jurídica
de la legislación en materia de resi-
duos y facilitar la comprensión y apli-
cación de la definición de estos últi-
mos, la presente Comunicación
pretende, por un lado, orientar a las
autoridades competentes al decidir,
caso por caso, si un material determi-
nado es o no residuo y por otro, in-
formar a los operadores económicos
sobre la manera en que deben adop-
tarse estas decisiones. La Comunica-
ción también ayuda a armonizar la in-
terpretación de estas disposiciones
en la Unión Europea.

La evolución de la jurisprudencia
y la relativa ausencia de claridad jurí-
dica han complicado en algunos ca-
sos la aplicación de la definición de
residuo, tanto para las autoridades
competentes como para los operado-
res económicos.

La Comisión ha considerado que,
para garantizar la seguridad jurídica,
unas directrices resultan más ade-
cuadas que la inclusión de una defini-
ción de subproducto en la Directiva
marco sobre residuos.

Según jurisprudencia reiterada del
Tribunal de Justicia, la definición de
residuo debe interpretarse en sentido
amplio para ser coherente con los
objetivos de la Directiva 2006/12/CE y
con el artículo 174.2 del Tratado CE,
que establece que la política de la Co-
munidad en el ámbito del medio 
ambiente, tendrá como objetivo al-
canzar un nivel de protección eleva-
do. La definición
de residuo que fi-
gura en la Directi-
va 2006/12/CE ha-
ce referencia a su
Anexo 1 y a la lista
europea de resi-
duos de la Deci-
sión 2000/532/CE
de la Comisión. 

El Tribunal de
Justicia ha subra-
yado en diversas
ocasiones que el
hecho de que un
material sea o no
residuo depende
de circunstancias
específicas y que,
por tanto, la auto-
ridad competente
debe adoptar su
decisión caso por
caso.

El Tribunal de Justicia ha señala-
do que, incluso en el caso de que un
material se considere residuo de pro-
ducción, no es necesariamente resi-
duo. Las características del material
en términos de su idoneidad para una
reutilización económica pueden impli-
car que no debería considerarse resi-
duo.

En su jurisprudencia reciente, el
Tribunal de Justicia ha establecido
tres criterios para comprobar si un
residuo de producción puede consi-
derarse subproducto. El Tribunal de-
claró que si la reutilización del mate-
rial no sólo es posible, sino segura,
sin transformación previa y sin solu-
ción de continuidad del proceso de
producción, dicho material no consti-
tuye residuo. Estas condiciones son
acumulativas, es decir, deben cum-
plirse todas. Además de estos crite-

rios, el Tribunal ha indicado que la
utilización prevista del subproducto
debe también ser legal: el subproduc-
to no puede ser un material del que el
fabricante esté obligado a despren-
derse o cuya utilización prevista esté
prohibida por la legislación comunita-
ria o nacional.

En el Anexo II de la comunicación
se recoge un árbol de decisión para

poder determinar si es residuo o sub-
producto (Figura 1).

2. SERVICIO DE
DOCUMENTACIÓN Y 
CONSULTAS

Con el fin de ampliar la informa-
ción publicada en esta Sección, se
ofrece la posibilidad de establecer
una relación directa del Lector con el
equipo de especialistas a fin de acla-
rar las dudas que se presenten en re-
lación con su contenido.

Para ello, se pueden dirigir a la 
dirección de correo electrónico 
dyna@revistadyna.com de la revista o
a nuestra página web
http://www.mas-abogados.com, (sec-
ción contactar). En ellas, también se
podrán solicitar los textos completos
de las normativas comentadas en es-
ta Sección.

Figura. 1
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¿Es legal la utilización
prevista del material?

¿Se produjo el material delibera-
damete? (¿Se modificó el proce-
so de producción para producir
el material?)

El material es un residuo de
producción - se aplican los
criterio infra

¿Es seguro que se va a
utilizar el material?

¿Está el material preparado para su
utilización sin transformación previa
(distinta de la transformación nor-
mal, como parte integrante del pro-
ceso de producción?

¿Se produce el material como
parte integrante del proceso de
producción?

El material es enton-
ces un subproducto,
no un residuo

El material es un
producto, no un
residuo de produc-
ción

El material es un residuo

El material es un 
residuo

El material es un
residuo

El material es un
residuo

NO


